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Resumen: la justicia constitucional garantiza el respeto de la 
Constitución, del Estado de derecho y de los derechos de los 
ciudadanos solo en democracias o regímenes híbridos en que 
el juez constitucional conserve cierta independencia.  En los 
regímenes autoritarios, sin independencia del juez constitu-
cional, la justicia constitucional se torna, por el contrario, en 
un poderoso instrumento del autoritarismo. Usamos el caso 
venezolano, devenido en régimen autoritario, para evidenciar, 
a través del ejemplo de sentencias del juez constitucional que 
desconocen normas constitucionales vinculadas al derecho in-
ternacional de los derechos humanos, esta grave paradoja. Ello 
exige centrar el foco de análisis en el estudio de mecanismos 
de fortalecimiento de la independencia del juez constitucional.  
Sin ella no hay medios de control de constitucionalidad ni siste-
ma internacional de protección de derechos humanos que logre 
cumplir con los objetivos para los cuales fueron creados.

Abstract: constitutional justice guarantees respect for the 
Constitution, the rule of law and the rights of citizens only in 
democracies or hybrid regimes in which the constitutional ju-
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dge retains a certain degree of independence. In authoritarian 
regimes, without independence of the constitutional judge, 
constitutional justice becomes, on the contrary, a powerful 
instrument of authoritarianism. We use the Venezuelan case, 
which became an authoritarian regime, to evidence, through 
the example of rulings of the constitutional judge that ignore 
constitutional norms linked to international human rights law, 
this serious paradox. This requires focusing the analysis on the 
study of mechanisms to strengthen the independence of the 
constitutional judge. Without it, there are no means of cons-
titutional control or international system for the protection of 
human rights that can achieve the objectives for which they 
were created.

Palabras clave: justicia constitucional, régimen autoritario, 
derecho internacional de los derechos humanos, independen-
cia judicial.

Key words: constitutional justice, authoritarian regime, inter-
national human rights law, judicial independence.

Sumario: I. La justicia constitucional en Estados con regímenes 
autoritarios. II. Violación de la jerarquía supraconstitucional de 
los tratados de derechos humanos. III. Violación al derecho de 
acceso al sistema de justicia internacional de los derechos hu-
manos. IV. La ineficacia de la justicia constitucional en regíme-
nes autoritarios. Referencias.

I. La justicia constitucional en  
Estados con regímenes autoritarios

La justicia constitucional, característica destacada del constitu-
cionalismo de la posguerra, ideada como garante de la suprema-
cía constitucional y del Estado de Derecho puede convertirse, 
paradójicamente, en uno de los instrumentos más eficientes para 
el debilitamiento de estos principios que está obligada a prote-
ger.  El análisis de los regímenes autoritarios, en los cuales se 
ha logrado controlar al juez constitucional despojándolo de su 
independencia, se presenta como una clara evidencia de cómo 
la justicia constitucional es verdaderamente garantista solo en 
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democracias o en regímenes híbridos que conservan cierta inde-
pendencia judicial. Sin embargo, en regímenes autoritarios con 
escasa o nula independencia judicial la justicia constitucional es 
un mero instrumento del Gobierno de turno para mantenerse 
en el poder. Venezuela, ubicada en la actualidad en el oprobioso 
grupo de regímenes autoritarios de América Latina (junto con 
Cuba, Nicaragua y Haití), es un claro ejemplo de cómo la justicia 
constitucional se convierte en un arma de destrucción de lo que 
supuestamente pretende defender.  

En Venezuela el Gobierno nacional, devenido en autorita-
rio, ha logrado eliminar la independencia judicial, incluida la del 
juez constitucional.1  La justicia constitucional, ejercida princi-
palmente por la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de 
Justicia, ha sido utilizada en múltiples ocasiones para apoyar al 
partido de Gobierno, no solo a través de la violación abierta del 
texto constitucional sino incluso modificándolo a su antojo, en 
caso de ser necesario.  Es más, el protagonismo que desde muy 
pronto asumió nuestra Sala Constitucional en la defensa del Go-
bierno nacional ha llevado a considerar su actuación como un 
claro ejemplo de autoritarismo judicial, que excede incluso al 
mero control del poder ejecutivo.   

Esta vocación de servir al gobernante y no al Estado de de-
recho y a la supremacía constitucional ha llevado a nuestro juez 
constitucional no solo a huir del orden constitucional interno, 
cuando es necesario para apoyar o legitimar al Gobierno nacio-
nal, sino también a huir del orden internacional que regula el 
sistema de derechos humanos.  Esta situación es muy desalen-
tadora.  Tanto la justicia constitucional como el derecho inter-
nacional de los derechos humanos se convierten en los protago-
nistas responsables, después de la Segunda Guerra Mundial, del 
aseguramiento del Estado de derecho y de los derechos humanos 
de los ciudadanos precisamente ante el riesgo de nuevos regíme-
nes autoritarios.  En la práctica podemos ver que los regímenes 
autoritarios que logran controlar al juez constitucional no logran 

1	 Así lo ha alertado reiteradamente la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos.  Véase por ejemplo, Informe Anual Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos 2022, pp. 789 y ss., https://www.oas.org/es/cidh/
informes/ia.asp?Year=2022
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ser limitados en sus excesos, pudiendo desconocer con bastante 
libertad y conforme a las necesidades del momento, la Consti-
tución, los principios básicos del Estado de derecho, así como el 
derecho internacional de los derechos humanos.

En Venezuela, la justicia constitucional, captada por el Go-
bierno nacional, primero caracterizado como un régimen híbrido 
y finalmente como uno autoritario, ha servido, entre tantas otras 
cosas, para desconocer garantías del derecho internacional de los 
derechos humanos que han sido además incorporadas a nuestro 
ordenamiento constitucional.  Hemos querido utilizar este ejem-
plo no solo por lo emblemático que es en lo que respecta a la 
forma cómo se desconoce la propia Constitución que se preten-
de proteger, sino porque enseña una justicia constitucional que, 
contrario a su esencia, ayuda a eliminar los controles sobre el 
ejercicio del poder, tanto los internos constitucionales, como los 
controles internacionales existentes en materia de derechos hu-
manos.

Es importante recordar que Venezuela es un ejemplo para-
digmático de un juez constitucional fuerte, pero al servicio del 
régimen autoritario y del desmantelamiento de la democracia; 
dispuesto al desconocimiento del texto constitucional y de las 
garantías de protección de los derechos de los ciudadanos.2 Deci-
mos esto porque a nivel de consagración de derechos y garantías 
constitucionales Venezuela se presenta como uno de los países 
más avanzados en lo que respecta a su enunciación y alcance. 
Además de ello contamos con un juez constitucional muy pode-
roso, probablemente de los más poderosos si se estudia la varie-
dad de sus potestades bajo la óptica comparada.  Esta realidad 
pareciera la fórmula perfecta para que los venezolanos gocen y 
ejerzan sus derechos de la forma más amplia visto el importan-
te catálogo de protecciones en la materia y la robustez del juez 
constitucional para defender dicho ejercicio. Sin embargo, nues-

2	 Para un análisis detallado de cómo fue captado por el autoritarismo el juez 
constitucional venezolano y la evolución de su jurisprudencia en el des-
mantelamiento de la democracia, véase Casal, Jesús María, “La Sala Consti-
tucional y el desmantelamiento de la democracia en Venezuela”, El falsea-
miento del Estado de derecho, Caracas, Editorial Jurídica Venezolana, 2021, 
pp. 395 y ss.
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tro juez constitucional ha usado ese inmenso poder para debilitar 
toda la estructura de protección interna e internacional con la 
que cuentan los ciudadanos ante los desmanes del Gobierno.

Para evidenciar los resultados de este tipo de justicia cons-
titucional, controlada por el autoritarismo, tomaremos solo dos 
ejemplos en materia del derecho internacional de los derechos 
humanos: i) la violación de la jerarquía supraconstitucional de 
los tratados relativos a derechos humanos que contengan un tra-
tamiento más favorable al derecho que el contenido en la Consti-
tución, y ii) la violación al derecho de acceso de los venezolanos 
al sistema de justicia internacional de los derechos humanos. Tal 
como veremos en seguida, estos ejemplos demuestran la debili-
dad del sistema de justicia constitucional ante Gobiernos autori-
tarios que logran anular la independencia del juez constitucional.  

Considero este tema de especial importancia pues la justi-
cia constitucional es estudiada principalmente desde su faceta 
de protectora de los derechos humanos y de la democracia, pero 
poco desde su faceta de protagonista del desmantelamiento del 
Estado de derecho y del desapego del texto constitucional. Ve-
remos muy brevemente las principales sentencias a través de las 
cuales se ejecutaron las violaciones referidas, solo a los fines de 
ilustrar cómo a través de distintos medios de justicia constitucio-
nal y variados e inconsistentes argumentos el juez constitucional 
pretendió legitimar y proteger las actuaciones públicas que des-
conocían la Constitución en lo que respecta a la protección del 
derecho internacional de los derechos humanos. 

II. Violación de la jerarquía supraconstitucional 
 de los tratados de derechos humanos

El artículo 23 del texto constitucional venezolano señala:

Los tratados, pactos y convenciones relativos a derechos huma-
nos, suscritos y ratificados por Venezuela, tienen jerarquía cons-
titucional y prevalecen en el orden interno, en la medida en que 
contengan normas sobre su goce y ejercicio más favorables a las 
establecidas por esta Constitución y la ley de la República, y son de 
aplicación inmediata y directa por los tribunales y demás órganos 
del Poder Público.
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Dicha norma ha sido desconocida por la Sala Constitucional 
venezolana cada vez que ha sido necesario para respaldar accio-
nes del Gobierno nacional.  Para ello ha desarrollado una juris-
prudencia que se basa principalmente en las siguientes ideas: i) 
la Sala Constitucional es la única competente para determinar 
cuándo un tratado de derechos humanos prevalece en el orden 
interno, ii) los derechos e intereses colectivos siempre están por 
encima de los derechos e intereses individuales, por lo que si el 
tratado tiene un tratamiento más favorable que la Constitución 
a los intereses individuales, en detrimento de los colectivos, no 
puede prevalecer el tratado de derechos humanos sobre la Cons-
titución.  Veamos cómo ha sido el desarrollo de esta línea de ar-
gumentación.

En el 2003 se interpone una acción de nulidad por inconsti-
tucionalidad en contra de normas contenidas en el Código Pe-
nal (conocidas como leyes de desacato). Es este caso, conocido 
como Rafael Chavero, la Sala Constitucional permite introducir 
nuevas limitaciones a la libertad de expresión, previstas en el 
texto constitucional, a pesar de ellas no estar permitidas por la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos. Dicho desco-
nocimiento de la prevalencia del tratado, que trae normas más 
favorables para el ejercicio de la libertad de expresión, se ve jus-
tificado por el supuesto favorecimiento que hace la Constitución 
de los derechos humanos colectivos. Señala la Sala:

[E]l artículo 23 constitucional es claro: la jerarquía constitucional 
de los Tratados, Pactos y Convenios se refiere a sus normas, las 
cuales, al integrarse a la Constitución vigente, el único capaz de 
interpretarlas, con miras al Derecho Venezolano, es el juez cons-
titucional, conforme al artículo 335 de la vigente Constitución, en 
especial, al intérprete nato de la Constitución de 1999, y, que es la 
Sala Constitucional, y así se declara.

[…]

Sin embargo, las prohibiciones del artículo 57 constitucional son 
en parte distintas de aquellas que el artículo 13 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos contempla, las cuales nunca 
pueden ser objeto de censura anterior a su difusión o comunica-
ción, pero que sí generan responsabilidades (de acuerdo con lo que 
establece la ley) a quien las exprese en cualquier forma.  […]

| 186 

Margarita Escudero León



Resultan de aplicación preferente, ya que garantizan mayor protec-
ción a los derechos humanos de la colectividad, las prohibiciones, 
y los efectos que ellas producen, contempladas en el artículo 57 
constitucional, sobre las que, a su vez, establece el artículo 13.2 del 
“Pacto de San José”, por lo que la propaganda de guerra, los mensa-
jes discriminatorios y los que promuevan la intolerancia religiosa, 
además de la responsabilidad personal de quienes los emitan, po-
drán ser censurados previamente si la Ley lo señala.

El artículo 13.2 aludido, consideró a la propaganda de guerra y a 
los mensajes discriminatorios o promotores de la intolerancia re-
ligiosa, sólo como generadores de responsabilidad, pero no sujetos 
a censura previa.  La Sala considera, que los bienes jurídicos tute-
lados por la Constitución favorecen más a los derechos humanos 
colectivos y, por ello, el artículo 57 constitucional es de aplicación 
preferente al ser desarrollado por la ley.3

Esta supuesta prevalencia de los derechos o intereses colec-
tivos protegidos por la Constitución venezolana sobre los dere-
chos e intereses individuales protegidos por la Convención Ame-
ricana sobre Derechos Humanos es desarrollada con más detalle 
por la Sala Constitucional en sentencia del 2008, caso Ziomara 
Lucena. Se trataba de una acción de nulidad por inconstitucio-
nalidad en contra de un acto de inhabilitación política y sanción 
emanado de la Contraloría General de la República.  Señala sobre 
el particular:

La Convención Americana sobre Derechos Humanos, suscrita en 
San José el 22/11/69 y ratificada por nuestro país el 09/08/1977, 
es una declaración de principios, derechos y deberes de corte clá-
sico que da preeminencia a los derechos individuales, civiles y po-
líticos dentro de un régimen de democracia formal.  Obviamente, 
como tal, es un texto que contiene una enumeración de libertades 
de corte liberal que son valiosas para garantizar un régimen que se 
oponga a las dictaduras que han azotado nuestros países iberoame-
ricanos desde su independencia.

Ahora bien, en ella no hay norma alguna sobre derechos sociales 
(solo hay una declaración de principios acerca de su desarrollo 

3	 Sentencia del 15 de julio de 2003, Sala Constitucional del Tribunal Supre-
mo de Justicia, caso Rafael Chavero, www.tsj.gob.ve
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progresivo en el artículo 26), ni tampoco tiene previsión sobre un 
modelo distinto al demócrata liberal, como lo es la democracia par-
ticipativa, ni contempla un tipo de Estado que, en lugar de construir 
sus instituciones en torno al individuo, privilegie la sociedad en su 
conjunto, dando lugar a un Estado social de derecho y de justicia.

[…]

Estas previsiones contenidas en los artículos 30 y 32.2 de la Con-
vención adquieren particular importancia cuando estamos en pre-
sencia, en el caso de Venezuela, de un ordenamiento constitucional 
que, sin duda, privilegia los intereses colectivos sobre los particu-
lares o individuales, al haber cambiado el modelo de Estado liberal 
por un Estado social de derecho y de justicia.

En tal sentido, en el supuesto negado de que exista una antinomia 
entre el artículo 23.2 y la Constitución de la República Bolivariana 
de Venezuela, la prevalencia del tratado internacional no es absolu-
ta ni automática.  En efecto, el artículo 23 constitucional exige para 
la aplicación preferente del tratado, pacto o convención relativos a 
derechos humanos, que éstos contengan normas más favorables a 
las de la Constitución.

[…]

En concreto, es inadmisible la pretensión de aplicación absoluta y 
descontextualizada, con carácter suprahistórico, de una norma in-
tegrante de una Convención Internacional contra la prevención, in-
vestigación y sanción de hechos que atenten contra la ética pública 
y la moral administrativa (artículo 271 constitucional) y las atribu-
ciones expresamente atribuidas por el Constituyente a la Contralo-
ría General de la República […]. En tal sentido, deben prevalecer las 
normas constitucionales que privilegian el interés general y el bien 
común, debiendo aplicarse las disposiciones que privilegian los 
intereses colectivos involucrados en la lucha contra la corrupción 
sobre los intereses particulares de los involucrados en los ilícitos 
administrativos; y así se decide.4

Por último, en 2011, en el caso conocido como Leopoldo 
López la Sala Constitucional reitera la supuesta prevalencia de 
las normas constitucionales que privilegian el “interés general y 

4	 Sentencia del 5 de agosto de 2008, Sala Constitucional del Tribunal Supre-
mo de Justicia, caso Ziomara Lucena, www.tsj.gob.ve
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el bien común”. Se trató de una acción de control innominado de 
constitucionalidad interpuesta en contra de la sentencia dictada 
por la Corte Interamericana de Derechos Humanos que ordena-
ba la habilitación al ciudadano Leopoldo López para ejercer car-
gos públicos. La Sala Constitucional sobre el tema señala:

En conclusión, aun si se pretendiera otorgar un sentido literal y 
restrictivo al artículo 23 de la Convención Interamericana, impi-
diendo la inhabilitación de un ciudadano para el ejercicio de car-
gos públicos por razones de corrupción, limitando la posibilidad de 
sanción a una sentencia judicial; podemos advertir que tal Tratado 
no es el único que forma parte integrante del sistema constitucional 
venezolano según el artículo 23 de nuestra Carta Fundamental.  La 
prevalencia de las normas que privilegien el interés general y el 
bien común sobre los intereses particulares dentro de un Estado 
social de derecho y de justicia obligan al Estado venezolano y a sus 
instituciones a aplicar preferentemente las Convenciones Intera-
mericana y de la ONU contra la corrupción y las propias normas 
constitucionales internas, que reconocen a la Contraloría General 
de la República como un órgano integrante de un Poder Público 
(Poder Ciudadano) competente para la aplicación de sanciones de 
naturaleza administrativa, como lo es la inhabilitación para el ejer-
cicio de cargos públicos por hechos de corrupción en perjuicio de 
los intereses colectivos y difusos del pueblo venezolano.5

En todos estos casos, la referida argumentación ha sido utili-
zada para proteger decisiones o situaciones favorables al Gobier-
no en desmedro de los derechos de los ciudadanos.  Con ese fin 
la Sala se ha arrogado la competencia exclusiva y excluyente de 
determinar cuándo un tratado está por encima de la Constitu-
ción. Para ello, además, la Sala ha violentado el posible carácter 
supraconstitucional de los tratados internacionales de derechos 
humanos, regulado en el artículo 23 constitucional, desconocien-
do la necesaria ponderación que debe hacerse en cada caso entre 
los derechos e intereses en juego. Pretende, de forma abstracta, 
otorgarles constante superioridad a unos derechos sobre otros. 
Más allá de si el tratado solo protege derechos individuales y la 
Constitución derechos colectivos, lo cual rechazamos, con esta 

5	 Sentencia del 17 de octubre de 2011, Sala Constitucional del Tribunal Su-
premo de Justicia, caso Leopoldo López, www.tsj.gob.ve
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argumentación del juez constitucional los derechos colectivos 
necesariamente deben privilegiarse sobre los individuales, sin 
ninguna base constitucional que sustente esta supuesta jerarquía.  

III. Violación al derecho de acceso al sistema  
de justicia internacional de los derechos humanos

La Constitución venezolana establece en su artículo 31 el dere-
cho de toda persona a dirigir peticiones o quejas ante los órganos 
internacionales con el objeto de solicitar el amparo a sus dere-
chos humanos, en los términos de los tratados sobre derechos 
humanos ratificados por la República. Asimismo, la norma señala 
que el Estado adoptará las medidas que sean necesarias para dar 
cumplimiento a las decisiones emanadas de los referidos órganos 
internacionales, conforme a los procedimientos establecidos en 
la Constitución y en la ley.

Vemos pues que la obligación del Estado venezolano de cum-
plir con las decisiones dictadas por los órganos internacionales 
sobre derechos humanos, no es solo una obligación que se des-
prende de la soberana decisión del Estado de suscribir, por ejem-
plo, la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que 
habilita el sistema de peticiones ante la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos y la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, sino que en nuestro caso se está ante una clara obli-
gación constitucional.6 Dicha obligación es determinante para la 
satisfacción del derecho a la tutela judicial efectiva internacional 
y para que el sistema internacional de derechos humanos pueda 
cumplir con su razón de ser.  

En el caso venezolano la Sala Constitucional ha desconocido 
el artículo 31 constitucional al someter las sentencias de la Cor-
te Interamericana de Derechos Humanos a un control de cons-

6	 Sobre la obligación de ejecución de las sentencias internacionales de de-
rechos humanos, véase el completo análisis de Ayala Corao, Carlos, “El 
incumplimiento de las sentencias internacionales: de las excepciones, al 
Estado autárquico y las tendencias autoritarias” en VI Congreso Internacio-
nal de Derecho Procesal Constitucional & IV Congreso de Derecho Adminis-
trativo, Caracas, Universidad Monteávila, 2016, pp. 153 y ss.
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titucionalidad ejercido por ella, decidiendo reiteradamente que 
dichos fallos son inconstitucionales e inejecutables. Revisemos 
brevemente el contenido de dichos fallos.

En 2003, en el ya mencionado caso Rafael Chavero, la Sala 
Constitucional se asigna la competencia de revisar la constitucio-
nalidad de las sentencias de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos en el marco de la ejecución de dichos fallos.  

A las decisiones de esos organismos se les dará cumplimiento en 
el país, conforme a lo que establezcan la Constitución y las leyes, 
siempre que ellas no contraríen lo establecido en el artículo 7 de la 
vigente Constitución, el cual reza: “La Constitución es la norma su-
prema y el fundamento del ordenamiento jurídico.  Todas las personas 
y los órganos que ejercen el Poder Público están sujetos a esta Consti-
tución” siempre que se ajusten a las competencias orgánicas, señala-
das en los Convenios y Tratados.  Debido a ello, a pesar del respeto 
del Poder Judicial hacia los fallos o dictámenes de esos organismos, 
éstos no pueden violar la Constitución de la República Bolivaria-
na de Venezuela, así como no pueden infringir la normativa de los 
Tratados y Convenios, que rigen esos amparos u otras decisiones.

[…]

La Sala considera que, por encima del Tribunal Supremo de Justicia 
y a los efectos del artículo 7 constitucional, no existe órgano juris-
diccional alguno, a menos que la Constitución o la ley así lo señale, 
y que aun en este último supuesto, la decisión que se contradiga 
con las normas constitucionales venezolanas, carece de aplicación 
en el país, y así se declara.

[…]

Mientras existan estados soberanos, sujetos a Constituciones que 
les crean el marco jurídico dentro de sus límites territoriales y 
donde los órganos de administración de justicia ejercen la función 
jurisdiccional dentro de ese Estado, las sentencias de la justicia su-
pranacional o transnacional para ser ejecutadas dentro del Estado, 
tendrán que adaptarse a su Constitución.  Pretender en el país lo 
contrario sería que Venezuela renunciara a la soberanía.7

La revisión de la constitucionalidad de las sentencias de los 
organismos internacionales la sustentan en una idea de soberanía 

7	 Sentencia del 15 de julio de 2003… cit.
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absoluta que olvida que los compromisos adquiridos en los trata-
dos sobre derechos humanos han sido precisamente adquiridos 
en el ejercicio de dicha soberanía.8 Más adelante, en 2008 da un 
paso más hacia la huida del orden constitucional y del derecho 
internacional de los derechos humanos. Ante una sentencia de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos, en que se ordena-
ba la reincorporación a sus cargos de exmagistrados de la Corte 
Primera de lo Contencioso Administrativo, la Sala conoce a tra-
vés de un recurso de interpretación constitucional del alcance de 
la ejecución de dicha sentencia. La Sala Constitucional ejerce el 
control de constitucionalidad de la sentencia de la Corte, decla-
rándola inconstitucional, inejecutable y exhortando a la denun-
cia de la Convención Americana sobre Derechos Humanos en los 
siguientes términos:

En este caso, estima la Sala que la ejecución de la sentencia de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos del 5 de agosto de 
2008, afectaría principios y valores esenciales del orden constitu-
cional de la República Bolivariana de Venezuela y pudiera conllevar 
a un caos institucional en el marco del sistema de justicia, al preten-
der modificar la autonomía del Poder Judicial constitucionalmente 
previsto y el sistema disciplinario instaurado legislativamente, así 
como también pretende la reincorporación de los hoy ex jueces de 
la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo por supuesta 
parcialidad de la Comisión de Funcionamiento y Reestructuración 
del Poder Judicial, cuando la misma ha actuado durante varios años 
en miles de casos, procurando la depuración del Poder Judicial en 
el marco de la actividad disciplinaria de los jueces. 

[…]

2) Con fundamento en el principio de colaboración de poderes (ar-
tículo 136 de la Constitución de la República Bolivariana de Ve-
nezuela) y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 78 de 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos, se solicita al 
Ejecutivo Nacional proceda a denunciar este Tratado o Conven-
ción, ante la evidente usurpación de funciones en que ha incurrido 

8	 El Artículo 68 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, sus-
crita y ratificada por Venezuela, señala que los Estados Parte de la Conven-
ción se comprometen a cumplir las decisiones de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos en todo caso en que sean partes.
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la Corte Interamericana de los Derechos Humanos, con el fallo ob-
jeto de la presente decisión.9

En el 2011, en el ya mencionado caso de Leopoldo López, la 
Sala nuevamente realiza un control de constitucionalidad e in-
cluso señala que está realizando un control de convencionalidad 
de la sentencia dictada por la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos. Se trataba, recordamos, de la inhabilitación política 
del referido ciudadano realizada en vía administrativa, y no judi-
cial, por parte de la Contraloría General de la República. La Sala 
en este caso hace uso del argumento de que la sentencia viola 
convenciones suscritas por Venezuela en materia de corrupción, 
declarando nuevamente el fallo de la Corte inconstitucional e 
inejecutable. En este sentido señala:

[Se trata] de aplicar un estándar mínimo de adecuación del fallo al 
orden constitucional interno, lo cual ha sucedido en otros casos y 
ejercer un “control de convencionalidad” respecto de normas con-
sagradas en otros tratados internacionales válidamente ratificados 
por Venezuela, que no fueron analizados por la sentencia de la Cor-
te Interamericana de Derechos Humanos del 1 de septiembre de 
2011, como lo son las consagradas en la Convención Interameri-
cana contra la Corrupción y la Convención de las Naciones Unidas 
contra la Corrupción, lo que ha obligado a esta Sala a ponderar un 
conjunto de derechos situados en el mismo plano constitucional y 
concluir en que debe prevalecer la lucha contra la corrupción como 
mecanismo de respeto de la ética en el ejercicio de cargos públicos, 
enmarcada en los valores esenciales de un Estado democrático, so-
cial, de derecho y de justicia.  Ese mecanismo de “control de con-
vencionalidad” ha sido señalado por la propia Corte Interamericana 
de Derechos Humanos, en el voto contenido en la sentencia del 24 
de noviembre de 2004, caso: Trabajadores Cesados del Congreso 
vs. Perú, donde tal función se despliega “en lo que toca a otros instru-
mentos de igual naturaleza, integrantes del corpus juris convencional 
de los derechos humanos de los que es parte el Estado”, entre los que se 
encuentran las Convenciones contra la corrupción, ratificadas por 
Venezuela, por lo que no puede ejercerse una interpretación aislada 
y exclusiva de la Convención Americana de Derechos Humanos sin 

9	 Sentencia del 18 de diciembre de 2008, Sala Constitucional del Tribunal 
Supremo de Justicia, caso Ana María Ruggieri y otros, www.tsj.gob.ve
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que con ello se desconozca el “corpus juris del Derecho Internacional 
de los Derechos Humanos”, a los que aluden también las Opiniones 
Consultivas de la CIDH Nº OC-16/99 y Nº OC-17/2002.10

Por último, en el 2015, la Sala Constitucional conoce nue-
vamente de una acción de control de constitucionalidad de la 
sentencia dictada por la Corte Interamericana de Derechos Hu-
manos, relacionada con la negativa gubernamental a prorrogar la 
concesión de televisión al medio audiovisual denominado RCTV, 
con línea editorial crítica al Gobierno.  En este caso la Sala inclu-
so entra a analizar y rechazar la motivación utilizada por la Corte, 
negando la posibilidad de protección de personas jurídicas ante 
las instancias internacionales de derechos humanos, además de 
considerar que no se agotaron los recursos internos que legiti-
man el acceso a la justicia internacional.  Con ocasión de dicha 
argumentación entra incluso a señalar que ejerce un control de 
convencionalidad porque la sentencia viola la propia Convención 
Americana sobre Derechos Humanos por los argumentos señala-
dos. Señala, sobre la inejecutabilidad del fallo, lo siguiente:

Este fallo, asimismo, expone al mundo el empleo indiscriminado y 
parcializado de las herramientas con que fue dotado un sistema que 
en teoría fue instalado para la protección de los derechos humanos, 
pero que en la práctica pareciera perseguir el objetivo de propor-
cionar cautelas y protecciones a intereses económicos espurios, 
alejados de las nociones del Estado social que hoy día se imponen 
en buena parte del concierto de naciones.

Sobre la base de las consideraciones expuestas, es deber de esta 
Sala declarar que la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
dictó la decisión de fecha 22 de junio de 2015, sometida al presente 
control de constitucionalidad, en franca violación a la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, a otros instrumentos inter-
nacionales sobre la materia y a la Constitución de la República Boli-
variana de Venezuela; por tanto, que es inejecutable el fallo dictado 
por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, de fecha 22 de 
junio de 2015, en el caso Granier y otros (Radio Caracas Televi-
sión) Vs. Venezuela, por constituir una grave afrenta a la Constitu-
ción de la República Bolivariana de Venezuela y al propio sistema 
de protección internacional de los derechos humanos.

10	 Sentencia del 17 de octubre de 2011…, cit.
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Se sugiere al Ejecutivo Nacional, a quien corresponde dirigir las 
relaciones y política exterior de la República Bolivariana de Vene-
zuela, a tenor de lo dispuesto en el artículo 236, numeral 4, de la 
Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, así como 
al órgano asesor solicitante de conformidad con el artículo 247 
eiusdem para que evalúen la posibilidad de remitir a la Asamblea 
General de la Organización de Estados Americanos, copia de este 
pronunciamiento con el objeto de que ese órgano analice la presun-
ta desviación de poder de los jueces integrantes de la Corte Intera-
mericana de Derechos Humanos.11

Es necesario recordar que Venezuela denuncia la Conven-
ción Americana sobre Derechos Humanos el 10 de septiembre 
de 2012 ante la Secretaría General de la Organización de Esta-
dos Americanos. En todo caso, dicha denuncia se presenta como 
inconstitucional visto que los tratados de derechos humanos 
suscritos y ratificados por Venezuela, de acuerdo con el artículo 
23 constitucional, como es el caso de dicha Convención, son de 
rango constitucional por lo que el Ejecutivo Nacional no tendría 
competencia para dejarlos sin efecto.12  

Si los Estados pueden desconocer las sentencias y decisiones 
de los organismos internacionales de derechos humanos será in-
eficaz la protección internacional de los derechos humanos de 
los ciudadanos. El particular que no consigue justicia dentro de 
su Estado accede al sistema internacional para obtenerla y si la 
protección internacional acordada puede ser desconocida por el 
propio Estado, que no lo protegió en primera instancia, la tute-
la judicial internacional está herida de muerte. El resultado en 
Venezuela: se ha tornado ilusorio el derecho de petición ante ór-
ganos internacionales, en amparo de los derechos humanos de 
los ciudadanos, con la consecuente violación de la tutela judicial 
efectiva y del principio de progresividad que debe inspirar la re-
gulación en materia de derechos humanos (art. 19 constitucio-
nal). La Sala así violenta de forma abierta el artículo 31 constitu-
cional que consagra el derecho a dirigir peticiones ante órganos 

11	 Sentencia del 10 de septiembre de 2015, Sala Constitucional del Tribunal 
Supremo de Justicia, caso RCTV, www.tsj.gob.ve

12	 La Convención Americana sobre Derechos Humanos es incluso expresa-
mente citada en nuestra Constitución en su artículo 339.
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internacionales de derechos humanos y lograr el cumplimiento 
de las decisiones emanadas de ellos.

IV. La ineficacia de la justicia  
constitucional en regímenes autoritarios

Hemos visto cómo las sentencias anteriores, de huida del orde-
namiento constitucional y del derecho internacional de los dere-
chos humanos, evidencian los peligros de la justicia constitucio-
nal en regímenes autoritarios. Venezuela es solo un ejemplo más 
de esta situación.13  

Si bien los regímenes autoritarios intentan controlar a las 
distintas ramas del poder público para concentrar el poder en 
la rama ejecutiva, el control de la rama judicial y más concreta-
mente del juez constitucional es de singular importancia. Recor-
demos que, de acuerdo con el sistema constitucional imperante 
en el mundo occidental, el principal y último garante del texto 
constitucional es precisamente el juez constitucional quien tiene 
en su poder la capacidad de determinar qué es constitucional o 
no y de anular o aprobar, de forma definitiva, cualquier conducta 
realizada en ejercicio del poder público.

Así, en regímenes autoritarios sin juez constitucional inde-
pendiente, los medios de justicia constitucional son utilizados 
más como instrumento para el mantenimiento del Gobierno au-
toritario que como salvaguarda de la Constitución y los derechos 
fundamentales de los ciudadanos. En consecuencia, los Gobier-
nos autoritarios, que son en los que los ciudadanos requieren 
más protección ante la violación de los principios democráticos 
y derechos constitucionales, utilizan la justicia constitucional 
como uno de los principales instrumentos de fortalecimiento de 
su poder. Es decir, en las circunstancias en donde los medios de 

13	 Ver ejemplos comparados de este fenómeno del autoritarismo judicial 
constitucional en Urosa Maggi, Daniela, “El rol de las Cortes Constitucio-
nales en democracias iliberales: de guardianes de la supremacía constitu-
cional a soporte fundamental del autoritarismo”, Estudios Constitucionales 
y Parlamentarios Anuario 2018-2020, Caracas, Universidad Católica Andrés 
Bello, 2021, pp. 39 y ss. 
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control de constitucionalidad son más necesarios para cumplir 
con su razón de ser, se convierten contrariamente en mecanis-
mos eficientes de violación del texto constitucional a través de 
los cuales no se anulan las conductas públicas inconstitucionales, 
sino que se las barniza de constitucionalidad a través de las sen-
tencias dictadas por el juez constitucional.  

Es por lo anterior que considero fundamental, para que la jus-
ticia constitucional cumpla con su finalidad en aquellos lugares 
donde es más necesaria, enfocar el estudio en cómo evitar la pér-
dida de autonomía del juez constitucional.  Sin duda, ello requie-
re variados elementos. Creo necesario para disminuir el riesgo 
de captura del juez constitucional por parte de Gobiernos con 
vocación autoritaria el fortalecimiento de valores ciudadanos, la 
construcción de instituciones fuertes, el perfeccionamiento de 
los mecanismos de elección y estabilidad del juez constitucional 
que fortalezcan su independencia, ética e idoneidad, entre otras. 
Este es un tema que es necesario abordar desde el punto de vista 
académico de forma constante.  

La justicia constitucional y el sistema internacional de pro-
tección de derechos humanos han conseguido un notable prota-
gonismo después de la Segunda Guerra Mundial por considerarse 
como novedosos mecanismos que pueden evitar las atrocidades 
de los gobiernos autoritarios. La realidad actual y el caso vene-
zolano en particular nos enseña que el sistema internacional de 
protección de derechos humanos se debilita enormemente o se 
hace del todo ineficiente ante jueces constitucionales aliados de 
los Gobiernos autoritarios.  Asimismo, los medios de control de 
constitucionalidad, garantes de la democracia y el Estado de de-
recho, son abusados por estos jueces constitucionales, haciendo 
nugatoria la protección de los ciudadanos, a lo interno, ante los 
desmanes autoritarios. Todo ello nos lleva, repito, a entender la 
importancia central de los mecanismos de fortalecimiento de la 
independencia del juez constitucional. Sin ella no hay medios de 
control de constitucionalidad ni sistema internacional de protec-
ción de derechos humanos que logre proteger a los ciudadanos 
de las consecuencias del autoritarismo.  
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